Debate y votación del dictamen aprobado por la Comisión de Economía y Hacienda, en relación con la proposición de Ley Foral por la que se modifica el artículo 51 de la Ley Foral 6/2006, de Contratos Públicos de Navarra.

SRA. PRESIDENTA: Entramos en el primer punto del orden del día: Debate y votación del dictamen aprobado por la Comisión de Economía y Hacienda en relación con la proposición de ley foral por la que se modifica el artículo 51 de la Ley Foral 6/2006, de Contratos Públicos de Navarra. Abrimos un debate de totalidad. ¿Turno a favor? ¿Turno en contra?

SR. LIZARBE BAZTÁN: Señora Presidenta, pensaba pedir el turno a favor, pero creía que otras fuerzas que me preceden a la hora de tener que levantar la mano lo iban a hacer.

SRA. PRESIDENTA: ¿Usted quiere intervenir?

SR. LIZARBE BAZTÁN: A favor, sí. 

SRA. PRESIDENTA: Señor Lizarbe, tiene la palabra. Señor Pajares, no le he visto. Señor Pajares, tiene la palabra.

SR. PAJARES AZPÍROZ: Intervendré muy brevemente desde el escaño porque creo que este tema ya se debatió. Me parece que el señor Eceolaza...

SRA. PRESIDENTA: Adelante, señor Pajares.

SR. PAJARES AZPÍROZ: Este tema fue debatido en el Pleno del día 25 de septiembre, en el cual nos pronunciamos en el sentido de aceptar que se llevase a Comisión con el objeto de discutir exactamente el contenido que nos parecía aceptable, sin embargo, nos pronunciamos en contra de la redacción original que se dio a la proposición de ley inicial. Entonces, producido el debate en Comisión y estudiadas todas las enmiendas y todas las proposiciones, creemos que la redacción que finalmente ha salido se ajusta al contenido de la legislación europea y recoge adecuadamente el contenido social que se incorpora a la Ley de Contratos. Por consiguiente, nuestro voto va a ser favorable. Muchas gracias.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Pajares. Señor Eceolaza, tiene la palabra.

SR. ECEOLAZA LATORRE: Muchas gracias, señora Presidenta. Salgo al estrado porque creo que, desde luego, es una modificación importante de la Ley de Contratos y más teniendo en cuenta el contexto económico en el que estamos. Y precisamente en el día de ayer estuvimos debatiendo toda la mañana sobre la importancia de la Ley de Contratos y sobre la importancia de los centros especiales de empleo. En este sentido, hay argumentación legal suficiente como para que, efectivamente, sea coherente y razonable la modificación de la Ley de Contratos en su artículo 51. En Nafarroa Bai, desde luego, nos felicitamos por la aprobación de esta ley, que originalmente fue una propuesta de este grupo, porque permite la inclusión de las cláusulas sociales en las contrataciones públicas, ya que además uno de los objetivos principales de los criterios de adjudicación de carácter social es establecer políticas sociales de forma trasversal utilizando el efecto de contratación pública, Así lo ha señalado, además, el informe de la Subcomisión del Congreso de los Diputados para potenciar y promover la rentabilidad social de las empresas. En esta línea, es preciso además tener en cuenta la Directiva Europea 2004/18 del Parlamento y del Consejo Europeo, sobre contrataciones públicas. Por lo tanto, como he comentado, con esta abundante legislación y textos que nos comprometían políticamente, como el Pacto contra la pobreza, resulta, desde luego, del todo coherente incluir estas cláusulas sociales.

Esta ley pretende habilitar las características sociales entre los criterios de adjudicación del contrato para que el poder adjudicador disponga de distintas posibilidades para incorporar criterios sociales. Las Administraciones Públicas deben potenciar su capacidad de influencia en los ámbitos económico, social y medioambiental. La idea clave, a juicio de Nafarroa Bai, es la corresponsabilidad social y la militancia social que el contexto requiere, como he comentado, y para fomentarla encontramos una excelente herramienta, un excelente instrumento en esta modificación de esta ley, estableciendo sinergias entre Administraciones Públicas, empresas mercantiles, agentes sociales y la propia ciudadanía. El sector público es el mayor contratante de bienes, obras y servicios, ya que las Administraciones Públicas dedican a la contratación un 16 por ciento del PIB, lo que las convierte en el mayor agente económico por su volumen e impacto sobre el mercado y el entorno. Considerando este dato, desde luego, resulta obvia la propuesta que hoy se va a debatir y se va a aprobar.

(1) Nafa​rroa Bai​ko​ek uste dugu tes​tu​in​gu​ru sozi​a​le​an anbi​zio han​di​ko​ak izan behar dugu​la. Baina ez du balio zen​tzuz​ko urri​ta​sun bat onar​tze​ak; erre​ze​tak alda​tu behar dira, lan sozi​a​la erre​kur​tso​en sor​tzai​lea iza​tea eska​tzen dugu. Horre​la iza​te​ko gai​ta​su​na due​la​ko.

Enpre​sa sozi​a​lak era​tze​a​ren alde gaude. Hauek ez dute modu kla​si​ko​an moz​kin eko​no​mi​ko​rik era​tzen, baina bai kali​ta​tez​ko lan​pos​tu​ak, gure gizar​te​a​ren beha​rrei eran​tzu​te​ko.

Enpre​sa sozi​a​lak bul​tza​tze​a​ren alde gaude, kri​si​a​ri aurre egi​te​ko modu egoki bat den alde​tik.

Las cláusulas sociales se definen como la inclusión de aspectos de política social en los procesos de contratación pública y concretamente en la promoción de empleo para personas en situación o riesgo de exclusión social, con el objetivo de facilitar su incorporación al mundo laboral. Lógicamente, estas cláusulas no pueden ser una herramienta aislada, sino complementaria a otras actuaciones. El empleo se ha convertido en uno de los principales mecanismos de inclusión social, por lo tanto, una actividad económica remunerada constituye, desde luego, uno de los elementos más eficaces de lucha contra la exclusión social. La mayoría de los mecanismos de empleo procuran el acceso al empleo interviniendo en el punto de partida, esto es, removiendo obstáculos, mejorando habilidades y capacidades, cuestión, desde luego, importante, pero sigue faltando, a nuestro juicio, un aspecto fundamental, que es el punto de llegada o el acceso a un empleo concreto. Tradicionalmente, la contratación pública utilizó la subasta como único sistema de adjudicación donde el único factor a valorar era el precio. Fue preciso constatar que lo barato es caro para que surgiese la figura del concurso, optándose por la oferta más ventajosa, evaluándose así también otros factores, además de la oferta económica.

El modelo que proponemos en la modificación de esta ley, en la enmienda que se aprobó, gira en torno a lo más ventajoso socialmente y al interés público. Por lo tanto, esta propuesta se basa en una triple rentabilidad: rentabilidad económica, porque la Administración reducirá las cuantías destinadas a recursos de incorporación laboral; rentabilidad humana, al mejorar su calidad de vida e inserción social; y, por último, rentabilidad social, al dedicarse los excedentes a fines sociales. En consecuencia, la conjugación de las políticas administrativas de contratación con las políticas sociales resulta racional, lógica, eficaz, sinérgica y, desde luego, rentable económicamente y más, insisto, en este momento en el que precisamente en este Parlamento estamos debatiendo, y mucho, sobre los centros especiales de empleo. Muchas gracias.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Eceolaza. Señor Lizarbe, tiene la palabra.

SR. LIZARBE BAZTÁN: Gracias, señora Presidenta. Buenos días, señorías. Anuncio el voto favorable de mi grupo. Como ya manifestamos en Comisión, el grupo socialista entiende que esta proposición de ley queda finalmente establecida en sus justos términos en el dictamen, precisamente para conciliar la necesidad de avanzar en la contratación de las Administraciones Públicas teniendo en cuenta esas cláusulas sociales, teniendo en cuenta, en definitiva, esas necesidades sociales que por sí mismas hasta ahora no tenían una especial virtualidad a la hora de establecer los criterios de contratación de las Administraciones Públicas, tal y como se ha explicado por los oradores que me han precedido en el uso de la palabra, pero también tratando de compatibilizarlo con la necesaria seguridad jurídica de quienes se presenten a estos concursos de obras o de servicios que convoca la Administración. Esta cuestión nos parece fundamental porque, de alguna forma, si algo tiene que dejar claro el marco regulador es exactamente qué es lo que se va a tener y no se va a tener en cuenta. Y, por otra parte, la redacción ha quedado, como se ha dicho, perfectamente incardinada en de la legislación europea en materia de contratación a la hora de tener en cuenta esas cláusulas sociales. 

En cualquier caso, queremos advertir a sus señorías de que, de alguna manera, la modificación de este artículo 51 de la ley hace dos cosas básicamente, ambas muy importantes. La primera es establecer que además del precio ofertado, que queda exclusivamente relegado para aquellos casos en que el único elemento determinante de la adjudicación sea el precio, hay otra serie de cuestiones que deben tenerse en cuenta en esta sociedad compleja del siglo XXI, y una de ellas, evidentemente, es facilitar la llegada al mercado de trabajo de aquellas personas que, aunque pueden hacer los trabajos exactamente igual que los demás, tienen una serie de dificultades añadidas, que es, en definitiva y resumidamente, en lo que consisten las cláusulas sociales. Y la segunda cuestión es que ahora esto queda en manos de las Administraciones Públicas convocantes, que tendrán la obligación de considerar todos estos criterios, pero debemos desear y esperar que lo hagan debidamente, es decir, se trata, en definitiva, especialmente en época de crisis, efectivamente, de que el poder de las Administraciones Públicas que influye en la economía, que no es tanto, pero es mucho más del que parece, tenga en cuenta precisamente a aquellas personas que en época de bonanza tienen una dificultad especial para llegar al mercado de trabajo pero en época de crisis tienen una gran facilidad para salir del mismo y una dificultad todavía mayor para volver a reengancharse al mismo.

Y, en cualquier caso, también, y me remito a los debates anteriores, con suma brevedad, solamente para dejarlo claro, ha sido posible que todas las cuestiones técnicas que preocupaban a sus señorías hayan quedado suficientemente bien tratadas, me refiero concretamente al párrafo tercero de lo que va a ser dentro de unos momentos el artículo 51 de la ley. Evidentemente, si se siguen produciendo empates, el sistema de desempate tendrá que figurar establecido, tal y como figura en el párrafo tercero. Pero esta ya será la última de las posibilidades de resolución si previamente no se han podido cumplir los requisitos que se establecen con anterioridad.

Verán sus señorías que a veces, cuando las cosas se plantean con claridad y cuando se quiere, se puede, porque lo cierto es que la modificación de este artículo, que parecía simplemente imposible desde el punto de vista técnico e incluso desde el punto de vista político, va a acabar siendo objeto de un consenso nada desdeñable en cuanto a que, al parecer, va a ser finalmente aprobado por unanimidad. Por lo tanto, buen camino, y, bueno, está bien, porque es evidente que en dos o tres meses hemos prosperado mucho desde la última ley que se aprobó en este Parlamento, también por consenso importante, pero esta va a ser aprobada por un consenso todavía más importante, porque más consenso que el que se ha conseguido con la modificación del artículo 51 es literalmente imposible, salvo que alguna de sus señorías cambie de opinión en estos minutos que quedan hasta el trámite de votación. Nada más y muchas gracias.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Lizarbe. Por Convergencia, señor Alli, tiene la palabra.

SR. ALLI ARANGUREN: Señora Presidenta, señorías, buenos días, egun on. Estamos ante la primera modificación de la Ley Foral 6/2006, ley que fue objeto de un amplio debate, de una ponencia, de muchas horas de trabajo y de discusión por la dificultad que implicaba que Navarra, la Comunidad Foral, fuese pionera dentro del Estado español en la trasposición de las directivas comunitarias en torno a la materia de contratación. No teníamos precedentes, ni siquiera el Estado había sido capaz de redactar anteproyectos de legislación básica adecuados a la normativa comunitaria siguiendo la brillante tradición que ha tenido el Estado español, gobernase quien gobernase, de incumplir la normativa comunitaria y de ser objeto de los correspondientes requerimientos y sanciones comunitarias, incluso ha habido sentencias contrarias al Reino de España por parte del Tribunal de Justicia. Bueno, eso ya se consiguió, se consiguió hacer una ley básica, evidentemente, después de que la Comunidad Foral de Navarra hiciese su propia ley, y, al hilo de todo ello, algunos movimientos sociales nos plantearon posteriormente la necesidad o la conveniencia de modificar la Ley Foral de Contratos en cuanto se refería a introducir cláusulas de contenido social. Es cierto que el texto que aquí ha salido, producto del consenso, como se acaba de decir, y también del debido asesoramiento técnico, no es exactamente lo que se pretendía, porque esto, como dijimos algunos, no podía introducirse como un mandato imperativo que apareciese en la ley, tenía que pasar por los pliegos de condiciones, porque eso es lo que marcaban las directivas comunitarias, que ya preveían que, efectivamente, en los pliegos de condiciones que aprueben las Administraciones contratantes se puedan introducir cláusulas sociales y cláusulas medioambientales, cuyo alcance está indeterminado, y aquí, por esta vía, se va a precisar un poco más. 

No solo es importante el apartado 2 en cuanto hace referencia a los supuestos que pudieran ser contemplados respecto a discapacidades, personas desfavorecidas en el mundo laboral, igualdad, etcétera, sino sobre todo porque la función de estas cláusulas sociales es una función que está precisada en el apartado 3 y, por tanto, con un tratamiento muy preciso, no se queda en el terreno de los conceptos indeterminados del apartado 2 c) para aplicar unilateralmente y sin criterio mensurable por parte de la Administración, es que se le obliga, en primer lugar, a que lo recoja en los pliegos y, por tanto, precisando el alcance, porque no se trata de volver a aquellos pliegos de los que ha habido tanta tradición en esta tierra, absolutamente indeterminados, que permitían adjudicar a unos y a otros a la vez o a unos y a otros según un orden desconocido, bueno, no para todos, pero sí para los adjudicadores. En definitiva, esto va a estar precisado en los pliegos y, sobre todo, va a tener luego la función de resolución de empates que ya estaba prevista en la ley foral, pero aquí se precisan los distintos supuestos de empate, que dan prioridad a más trabajadores con discapacidad, a menos trabajadores eventuales o a buenas prácticas en materia de género. Pero vuelvo a decir que nadie piense que esto es la libertad absoluta de las Administraciones para adjudicar según se les ocurra, todo esto, en los pliegos de condiciones determinado y especificado, porque el criterio prioritario que recoge la legislación comunitaria, el criterio prioritario que recoge la ley foral y el criterio prioritario que recoge la legislación básica sigue siendo el del precio. Eso ha sido la vuelta a la superación de los concursos, que en un principio se vieron como la panacea sobre las adjudicaciones y las subastas, iba a decir tramposas, que luego se revisaban, y el tiempo demostró que las malas prácticas administrativas hacían que los concursos fueran más tramposos todavía que algunas subastas.

En definitiva, lo hemos hecho con consenso y ahora solo nos queda que el Gobierno de Navarra, en el ámbito que le compete, las Administraciones municipales, en el suyo, e incluso todo el sector público de la Comunidad Foral, que está vinculado a la Ley de Contratos, hagan un buen y adecuado uso de estas posibilidades de las cláusulas sociales para evitar la arbitrariedad, que es el riesgo que tiene siempre la aplicación de conceptos indeterminados. Ya se sabe que la arbitrariedad puede conducir a las mayores aberraciones en la contratación, y experiencia hay mucha.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Alli. Por la agrupación de Izquierda Unida, señor Erro, tiene la palabra.

SR. ERRO ARMENDÁRIZ: Gracias, señora Presidenta. Buenos días, egun on. Salgo a la tribuna también en el turno a favor para apoyar esta unánime decisión o trabajo de la Comisión parlamentaria en aras de posibilitar la incorporación de lo que desde Izquierda Unida debemos denominar una parte de lo que se entiende por compra pública sostenible. Entendemos que la compra pública sostenible debe ser una prioridad en la actuación de las contrataciones por parte de las Administraciones Públicas, y comprende el establecimiento de la compra social, que es en lo que en este caso se da un paso importante con la aprobación de esta ley por este Parlamento, pero, a nuestro juicio, faltan todavía dos patas para poder hablar realmente de que Navarra apuesta por una compra pública sostenible, y son la compra verde y la compra ética. Evidentemente, las decisiones sostenibles de compra no consisten solo en contratar un producto o servicio que se requiera por la Administración para la utilidad que se considere como bien de interés general, sino que han que tener en cuenta otros aspectos que deben estar relacionados con el método y las condiciones de producción, con los materiales que componen el objeto a adquirir, con las condiciones laborales de las personas que trabajan y las consecuencias directas e indirectas que esa producción, ese material tienen en el conjunto de la sociedad.

No se pueden obviar las consecuencias sociales que implica la contratación de estas obras, suministros o servicios, estamos hablando de que la Administración foral de Navarra está adquiriendo ni más ni menos que en torno a un 16 por ciento del producto interior bruto con base en esa contratación pública y, por lo tanto, es uno de los elementos básicos para socializar, para tener una intervención directa en lo que son determinados valores y criterios en la compra. En ese sentido, como decía, la compra social que considera aspectos como la calidad en el empleo, la perspectiva de género, la contratación de personas con discapacidad o la contratación de empresas de inserción y centros especiales de empleo, nos parece que es un paso importante que se da pero es un paso limitado en lo que debe ser una apuesta clara y decidida por la compra pública sostenible incorporando valores éticos a esa compra, la compra ética, que comprende la exigencia a las empresas y a los productores de la garantía sobre el cumplimiento de las condiciones laborales dignas y la lucha contra el trabajo infantil a lo largo de toda la cadena de suministro de ese bien, o la compra verde o ecológica, que también desde Izquierda Unida intentamos incorporar a través de algunas enmiendas para que fuese más ambicioso el contenido de esta proposición de ley, pero no fue atendido por la mayoría de los grupos, que se basaría en incorporar requerimientos medioambientales en los contratos de suministro, obras y servicios, como pueden ser la eficiencia energética, el uso de productos reutilizables, el empleo de energías renovables, la minimización de las emisiones contaminantes a la atmósfera o la adecuada gestión de los residuos.

Evidentemente, nos parece que es un paso, pero un paso insuficiente para lo que debe ser una apuesta decidida de la Administración foral por la compra pública sostenible.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Erro. A continuación, procedemos a la votación del dictamen debatido. Comienza la votación. (Pausa) ¿Resultado de la votación?

SRA. SECRETARIA PRIMERA (Sra. Figueras Castellano): El resultado es el siguiente: 47 votos a favor, 0 votos en contra, 0 abstenciones.

SRA. PRESIDENTA: Señorías, solicito de la Cámara que se faculte a los servicios jurídicos para realizar las correcciones técnicas que sean precisas en el texto definitivo de la ley. Conforme al artículo 96 del Reglamento, queda aprobado por asentimiento. Por tanto, señorías, queda aprobada la Ley Foral por la que se modifica el artículo 51 de la Ley Foral 6/2006, de Contrato Públicos de Navarra.

TRADUCCIÓN:

(1) SR. ECEOLAZA LATORRE: En Nafarroa Bai pensamos que en el contexto social debemos ser muy ambiciosos. Pero no vale aceptar una escasez razonable, hay que cambiar las recetas, pedimos que el trabajo social sea creador de recursos porque tiene esa potencialidad.

Estamos a favor de constituir empresas sociales. Estas no producen beneficios económicos en el sentido clásico, pero sí puestos de trabajo de calidad, adecuados para responder a las necesidades de nuestra sociedad. 

Estamos a favor de impulsar las empresas sociales porque consideramos que son un medio adecuado para hacer frente a la crisis.

